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INFORME No. 31/11

DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 10.952

COLOMBIA 
23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Antonio Palacios Urrea, Camilo Palacios Romero, Yaneth Palacios, Blanca Emilia Palacios y Rodrigo Barrera Vanegas
PETICIONARIOS:
Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP) y la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo. 

VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
INICIO DE TRÁMITE:


4 de octubre de 1991
I. POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 10 de septiembre de 1991 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “ la Comisión”) recibió una petición presentada por el Centro de Investigación y Educación Popular - CINEP (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de agentes de la Republica de Colombia (en adelante “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la ejecución extrajudicial de Antonio Palacios Urrea (65), Camilo Palacios Romero (27), Yaneth Palacios (20), Blanca Emilia Palacios (18) y Rodrigo Barrera Vanegas presuntamente perpetrada el 18 de agosto de 1991 en el barrio Los Comuneros del municipio de Fusagasugá, departamento de Cundinamarca.
2. Los peticionarios señalaron que el 18 de agosto de 1991, alrededor de las 2:30 de la mañana, unos 40 hombres vestidos de militar que viajaban en dos camionetas llegaron al domicilio de Antonio Palacios Urrea “supuesto simpatizante de la Unión Patriótica (UP), coalición legal de izquierdistas”.  Indicaron que rodearon la casa, entraron en ella y mataron a cinco de sus ocupantes: Antonio Palacios, sus tres hijos, Blanca Emilia, Janeth y Camilo, y al esposo de Janeth, Rodrigo Elías Barrera Vanegas.  
3. Alegan que al parecer a Janeth le dispararon en la cabeza cuando intentaba huir con su bebé de dos meses y que su madre y al menos dos niños que estaban en la casa escaparon ilesos.  Asimismo, señalaron que dos hombres que aparentemente fueron traídos por los asesinos y cuya identidad se desconoce, fueron también encontrados muertos a la entrada de la casa.  

4. Alegaron que María Belarmina Romero de Palacios llamó a la Policía, por lo que alrededor de las cuatro de la mañana llegaron varios agentes quienes “sólo miraron y se fueron”.  Alegaron que más tarde volvieron en tres radiopatrullas, requisaron la casa y llevaron consigo varias pertenencias de las víctimas.

5. Alegaron que el 20 de agosto de 1991 se inició una investigación a cargo del Juzgado 115 de Instrucción Penal Militar.  Alegaron que el 5 de marzo de 1999 el Tribunal Superior Militar confirmó la decisión de primera instancia, por medio de la cual se determinó la cesación del procedimiento a favor de once miembros del Ejército vinculados en la investigación y que sólo uno fue condenado, quien era un reo ausente porque no fue privado de libertad.

6. Asimismo, señalaron que el 20 de agosto de 1991 se inició una investigación disciplinaria ante la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos la cual el 23 de diciembre de 1992 decretó sanción disciplinaria para tres de los miembros del Ejército investigados.  Finalmente, el 14 de abril de 1993 dicha investigación disciplinaria fue archivada. 
7. En vista de lo expuesto, los peticionarios alegaron que el Estado era responsable “por el incumplimiento de la obligación derivada del artículo 1 de la Convención que es el de investigar, juzgar y sancionar adecuadamente a los responsables por las violaciones graves a los derechos humanos garantizados en la Convención”.  

8. La Comisión entiende que los peticionarios alegan la violación a los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con su artículo 1(1).
II. POSICIÓN DEL ESTADO
9. En respuesta al reclamo de los peticionarios, el Estado consideró que la petición era inadmisible en tanto no se habían agotado los recursos de la jurisdicción interna como lo establece el artículo 46(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 31(1) del Reglamento de la CIDH.

10. Al respecto, sostuvo que existía un proceso pendiente ante la jurisdicción contencioso administrativa, el cual era efectivo en tanto buscaba reparar a los familiares de las presuntas víctimas, y que a la fecha sólo se tenía conocimiento de un proceso contencioso para la reparación en relación a dos de las víctimas de los hechos materia de la petición.


III. 
TRÁMITE ANTE LA CIDH

11. La CIDH registró la petición bajo el número 10.952 y el 4 de octubre de 1991 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El Estado presentó su respuesta el 5 de noviembre de 1991, la cual fue trasladada a los peticionarios el 6 de diciembre de 1991 para sus observaciones en 30 días.  
12. El 11 de diciembre de 1991 el Estado envió información adicional, la cual fue trasladada a los peticionarios el 3 de enero de 1992 para sus observaciones en 30 días.  El 19 de enero de 1992 el Estado nuevamente envió información adicional, la cual fue trasladada a los peticionarios el 24 de febrero de 1992 para sus observaciones en 30 días. 
13. El 30 de diciembre de 1996 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información, fecha en la que también solicitó al Estado actualizar información.  El 17 de junio de 1997 y el 16 de julio de 1998 la CIDH reiteró nuevamente su solicitud de información al Estado.
14. El 6 de julio de 2001 la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a un acuerdo de solución amistosa y solicitó una respuesta en el plazo de un mes.  El 6 de agosto de 2001 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH el 8 de agosto de 2001 por 20 días.  El 28 de agosto de 2001 el Estado solicitó una segunda prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH el 11 de septiembre de 2001 por 30 días.  El 12 de octubre de 2001 el Estado presentó sus observaciones, sin pronunciarse sobre la solución amistosa.

15. El 2 de abril de 2002 la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo presentaron como co-peticionarios sus observaciones, sin pronunciarse sobre la solución amistosa, las cuales fueron trasladadas al Estado el 9 de abril de 2002 para sus observaciones en 30 días. 
16. El 13 de abril de 2009 la CIDH solicitó a ambas partes información actualizada en el plazo de un mes.  El 13 de mayo de 2009 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH el 15 de mayo de 2009 por 30 días.  El 4 de junio de 2009 los peticionarios presentaron su respuesta. 
17. El 10 de junio de 2009 el Estado presentó información actualizada.  El 12 de junio de 2009 el Estado envió información adicional y solicitó que la petición fuera acumulada con el caso 11.227 (Unión Patriótica).  El 26 de junio de 2009 el Estado nuevamente envió información adicional y el 30 de julio de 2009 remitió los anexos de su nota del 12 de junio de 2009.  El 30 de abril de 2010 la CIDH trasladó dicha información a los peticionarios para sus observaciones en el plazo de un mes.  En dicha fecha la CIDH respondió al Estado que “en vista que la petición se encuentra en etapa de admisibilidad no era posible acumularla con un caso en etapa de fondo”.
18. El 30 de agosto de 2010 los peticionarios presentaron sus observaciones y solicitaron a la CIDH “verificar que los hechos conocidos como la Masacre de Fusagasugá, se encuentran contemplados en el caso 11.227. De ser así desistirían de la presente petición y solicita a la Comisión dar aplicación al artículo 41 de su Reglamento”.  Asimismo, informaron a la CIDH que las presuntas víctimas vienen siendo asesoradas por la Corporación Reiniciar “y que es de interés de ambas partes que esa relación continúe en el entendido de que hace varios años” éstas no tienen contacto con los peticionarios originales.
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

19. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
20. Respecto al desistimiento, el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, señala que el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente.
21. En la presente petición los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la falta de investigación, juzgamiento y sanción adecuada contra los responsables de violaciones a los derechos humanos garantizados en la Convención.  Por su parte, el Estado alegó que la petición era inadmisible por la falta de agotamiento de los recursos internos.
22. En el presente trámite el 30 de agosto de 2010 los peticionarios presentaron sus observaciones y solicitaron a la CIDH verificar si los hechos materia de la petición se encontraban contemplados en el caso 11.227 (Unión Patriótica) que al momento de aprobación del presente informe se encuentra en etapa de fondo.  Indicaron que de ser así, desistían de la presente petición.

23. La CIDH ha verificado que las cinco presuntas víctimas de la presente petición figuran como presuntas víctimas en el expediente del caso No. 11.227 (Unión Patriótica), cuyo informe de admisibilidad No. 5/97 fuera aprobado el 12 de marzo de 1997.
24. En vista de la solicitud de desistimiento presentada por los peticionarios, la Comisión de conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, así como con el artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.  
25. Asimismo, la Comisión decide incorporar la información del presente expediente al expediente del caso 11.227 (Unión Patriótica).
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





